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Expediente 66001-22-13-003-2009-00100-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela que promovió el señor Jorge Alonso Garrido Abad frente a la Procuraduría General de la Nación, trámite al cual fue vinculada la Procuraduría Provincial de Quibdó, Chocó.

ANTECEDENTES

Dice el demandante que presentó petición a la accionada desde el 13 de agosto último, en su provincial de Quibdó, sin que hasta la fecha de presentación de la demanda se hubiera dado respuesta a la misma.

Estima lesionados su derecho de petición y solicita se ordene a la accionada contestar la solicitud.

ACTUACIÓN PROCESAL

Por auto del pasado 17 de septiembre se admitió la demanda y se ordenaron las notificaciones de rigor.

El apoderado judicial de la Procuraduría General de la Nación informó que la Regional Chocó de esa entidad, para responder el derecho de petición del actor, expidió con fecha 22 de septiembre de 2009 la circular No. 031, situación de la que dio noticia al actor mediante el oficio PRC-iph 1586; pide negar las pretensiones de la demanda por cuanto se respondió en debida forma la petición impetrada por el señor Garrido Abad.

Con ese escrito se aportó copia del citado acto y de la comunicación que se envió al accionante en la que se le informa que ese despacho expidió circular sobre las orientaciones de carácter preventivo para el cumplimiento de normas de derecho de autor y derechos conexos.

CONSIDERACIONES


El objeto de la acción de tutela, conforme al artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, es la protección efectiva y cierta de los derechos constitucionales fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o de un particular en los casos expresamente señalados por la ley.

En consecuencia, su eficacia radica en el deber que tiene el juez constitucional, de encontrar amenazado o lesionado un derecho de aquella categoría, impartir una orden de inmediato cumplimiento orientada a su protección.

Pero cuando  la situación de hecho que origina la violación o la amenaza ha sido superada, porque cesa la acción o la omisión de la autoridad o del particular que las produce, como lo ha enseñado en su jurisprudencia la Corte Constitucional, se torna improcedente conceder el amparo, pues no existe un objeto jurídico sobre el cual proveer.

“Esta Corporación ha señalado reiteradamente que la acción de tutela tiene como finalidad velar por la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales (C.P., art. 86). No obstante, cuando la situación de hecho que da origen a la presunta amenaza o vulneración de los derechos invocados desaparece o se encuentra superada, la acción de amparo constitucional pierde su razón de ser como mecanismo preferente, sumario e inmediato de protección judicial, toda vez que la decisión que adopte el juez en el caso concreto resultaría inocua, y a toda luces ajena al objetivo de protección previsto en la Carta Fundamental. 

La efectividad de la acción radica entonces en la  posibilidad que tiene el juez de impartir una orden de inmediato cumplimiento para la protección del derecho, pero si la situación ha sido superada, el mecanismo de defensa constitucional pierde su razón de ser y en consecuencia, la orden que imparta ningún efecto podrá tener para garantizar la efectividad de los derechos presuntamente conculcados.

En el presente caso, demostró la Procuraduría Provincial del Chocó, entidad a la que se dirigió la petición de que se trata esta acción, que dio respuesta a la petición del accionante para lo cual expidió la circular No. 031 del 22 de septiembre último y que de tal actuación remitió informe al interesado
.

Aunque esa respuesta de la Procuraduría no se efectuó dentro del término legalmente establecido, el hecho se encuentra superado y por ende, no existe actual vulneración del derecho de petición que justifique impartir una orden para su protección, razón por la cual el amparo solicitado resulta improcedente.

En consecuencia, se negará la tutela invocada.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira,  Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE :

1°. Se niega la tutela reclamada por el señor Jorge Alonso Garrido Abad contra la Procuraduría General de la Nación, trámite al que se vinculó la Procuraduría Provincial de Quibdó, Chocó.

2°.- De no ser impugnado este fallo, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

3°.-  Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem.

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




GONZALO FLÓREZ MORENO              




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
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